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Riosucio, Caldas  
 

once (11) de noviembre de dos mil veintidos (2022). 
 
 

1. TEMA DE DECISIÓN 
 

 
Procede el despacho a resolver en torno a la acción de tutela instaurada por la 
señora Sandra García Ramírez en calidad de agente oficiosa de la señora 
Eucaris de Jesús Ramírez García accionada NUEVA EPS S.A., en procura de la 
protección de sus derechos fundamentales a la salud, a la seguridad social, 
consagrados en la Carta Política. 
 
 

2. ANTECEDENTES  
 
 
Demanda la accionante que se le tutelen los derechos invocados, en favor de su 
señora madre y en consecuencia, se le ordene a la entidad accionada, 
suministre el medicamento prescrito como parte del tratamiento integral. 
 
 
Sustenta su pedimento en los siguientes hechos: 
 
 
Expresa la accionante, que la agenciada se encuentra diagnosticada con 
“hipertensión esencial primaria, diabetes mellitus no insulinodependiente”, por lo 
que el día 05 de septiembre del año de avanza, el médico tratante le prescribió 
el medicamento “metoprolol succinato tabletas de 50 mg, en cantidad de 180 
tabletas para un periodo de tres meses”, pero Nueva Eps, no le hizo la entrega 
con el argumento que esta desabastecido. 
 
 
Solicita la petente, que se le tutelen los derechos invocados en favor de la 
agenciada y se le ordene a la accionada, la entrega del medicamento prescripto y 
además asuma el tratamiento integral en relación al padecimiento de la afiliada. 
 
 

3. ACTUACIÓN PROCESAL 
 
 
3.1 Mediante auto del 03 de noviembre 2022, se admitió la acción de tutela, se le 
concedió el término de tres días a la entidad accionada, para que se pronunciara 
sobre los hechos narrados en la tutela y remitiera al juzgado la documentación 
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donde obraran los antecedentes de la misma, se ordenó la notificación a las partes 
y al representante del Ministerio Público local.  
 
 
3.2 La accionada NUEVA EPS S.A. en su intervención indicó que revisados los 
soportes de la parte accionante no se observa ordenes emitidas por el médico 
radicadas en el aplicativo MIPRES en las cuales se solicite dicho servicio. Señala 
a tener en cuenta que el medicamento solicitado NO ESTA INCLUIDO EN EL 
PLAN BASICO DE SALUD, este debe ser formulado por la plataforma MIPRES de 
acuerdo a la normatividad vigente según su pertinencia. Solicita se nieguen las 
pretensiones y se conceda la faculta de cobro. 
 
 

4. PRUEBAS ALLEGADAS 
 
 
4.1 Por la parte accionante: 
 
-. Ordenes médicas  
-. Historia Clínica 
 
 
Es del caso entonces, proceder a fallar de mérito el asunto, previas las siguientes: 
 
 

5. CONSIDERACIONES 
 
 
La acción de Tutela se encuentra consagrada en el artículo 86 de la Constitución 
Política como un mecanismo procesal específico y directo que tiene por objeto la 
protección concreta e inmediata de los derechos fundamentales, cuando estos 
sean violados o se presente amenaza de vulneración.  
 
 
De acuerdo a lo estipulado en el artículo 48 de la Constitución Política la 
seguridad social se constituye como “un servicio público de carácter 
obligatorio, sometido a la dirección, coordinación y control del Estado, con 
sujeción a los principios de eficacia, universalidad y solidaridad en los 
términos que establece la Ley”. 
 
 
El Legislador tiene la facultad para señalar el régimen jurídico del servicio público 
obligatorio de la seguridad social y la atención en salud, con sujeción a los 
principios constitucionales de eficiencia, universalidad y solidaridad. Tales 
principios según la jurisprudencia constitucional se relacionan con el cabal 
desempeño de las entidades públicas o privadas, responsables de la prestación 
de dichos servicios, dentro del criterio de ampliación progresiva de la seguridad 
social integral respecto a los destinatarios de los servicios -universalidad - y la 
realización de los valores de la justicia y respeto a la dignidad humana –
solidaridad- presentando este último un nexo causal con los valores fundantes del 
Estado Social de Derecho Colombiano, necesario para la constitución de un orden 
social, económico y político justo, en claro cumplimiento de los fines esenciales del 
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Estado, dentro de las cuales tiene marcada importancia la solidaridad, el servicio a 
la comunidad, la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
 
5.1 Alcances de los derechos a la vida, dignidad humana y la salud en la 
población adulta mayor  
 
 
La Constitución Política, en los artículos 13 y 46, contempla una protección 
especial del Estado y la sociedad a las personas de la tercera edad, en 
concordancia con los preceptos en que se funda el Estado social de derecho: la 
solidaridad y la dignidad humana. 
 
 
La Corte en sentencias T-540 de 2002 y T-1111 de 2013 ha señalado que “los 
adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las especiales 
condiciones en que se encuentran y, es por ello, que el Estado tiene el deber de 
garantizar los servicios de seguridad social integral a estos, dentro de los cuales 
se encuentra la atención en salud. La atención en salud de las personas de la 
tercera edad se hace relevante en el entendido en que es precisamente a ellos a 
quienes debe procurarse un urgente cuidado médico en razón de las dolencias 
que son connaturales a la etapa del desarrollo en que se encuentran”. A partir de 
esa consideración, esa Corporación ha reconocido una protección reforzada del 
derecho a la salud en las personas de la tercera edad que se materializa con la 
garantía de una prestación continua, integral, permanente y eficiente de los 
servicios de salud que requieran, no solo en aquellos eventos de tratamiento de 
enfermedades físicas o mentales, sino también ante situaciones en las que está 
en riesgo la posibilidad de que una persona viva en condiciones de dignidad. 
 
 
5.2 Procedencia de la acción de tutela para solicitar tratamientos 
integrales (POS y NO POS). 
 
 
La protección del derecho fundamental a la salud no se limita simplemente al 
reconocimiento de los servicios que se requieren de manera prioritaria por el 
usuario, sino que además comprende el suministro de toda la atención que este 
necesita para obtener la recuperación total de su salud se encuentren o no 
incluidos en el Plan Obligatorio de Salud. Es por esta razón que el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, tiene dentro de sus principios rectores la 
integralidad, como la forma de acceder al servicio de salud de manera integral, 
oportuna, eficiente y con calidad. Dicho postulado garantiza la continuidad en la 
prestación del servicio y la recuperación total de la enfermedad que aqueja a quien 
hace uso de este sistema.  
 
 
De acuerdo con el preámbulo de la Ley 100 de 1993 y sus normas: artículos 2, 
numeral 3 del artículo 153 y literal c del artículo 156, así como el numeral 4 del 
artículo 4 del Decreto 1938 de 1994, el servicio a la salud debe ser prestado 
conforme a los principios de eficacia, igualdad, moralidad, economía, celeridad, 
imparcialidad, publicidad e integralidad, lo que implica que tanto el Estado como 
las entidades prestadoras del servicio de salud, están obligadas a garantizar y 
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materializar dicho servicio sin que existan barreras o pretextos que impidan su 
acceso efectivo.  
 
 
En concordancia con lo anterior, la norma en cita define en el literal d del artículo 
2, el referido principio en los siguientes términos: “El principio de integralidad es la 
cobertura de todas las contingencias que afectan la salud, la capacidad 
económica y en general las condiciones de vida de toda la población. Para este 
efecto cada quien contribuirá según su capacidad y recibirá lo necesario para 
atender sus contingencias amparadas por esta ley”.  
 
 
Por otra parte, en la sentencia T-233 de 2011, el alto tribunal precisó el 
contenido de este principio “El principio de integralidad es uno de los criterios 
aplicados por la Corte Constitucional para decidir sobre asuntos referidos a la 
protección del derecho constitucional a la salud. De conformidad con él, las 
entidades que participan en el Sistema de Seguridad Social en Salud - SGSSS - 
deben prestar un tratamiento integral a sus pacientes, con independencia de que 
existan prescripciones médicas que ordenen de manera concreta la prestación de 
un servicio específico. Por eso, los jueces de tutela deben ordenar que se 
garanticen todos los servicios médicos que sean necesarios para concluir un 
tratamiento…” 
 
 
En reiteradas jurisprudencias, el citado Tribunal ha sostenido que “la protección al 
derecho fundamental a la salud no se limita simplemente al reconocimiento de los 
servicios que se requieren con necesidad; sino que comprende también su 
acceso de manera oportuna, eficiente y de calidad. (…), la prestación del 
servicio de salud es oportuna cuando la persona lo recibe en el momento que 
corresponde para recuperar su salud sin sufrir mayores dolores y deterioros. Ello 
es así en cuanto una atención oportuna “garantiza que las condiciones de 
salud del paciente tiendan -como es su esencia- hacia la recuperación o 
control de la enfermedad que lo aqueja y no hacia una mayor perturbación 
funcional de su organismo que pueda afectar su derecho a la vida en 
condiciones dignas.”1  Reiterado en la sentencia T-1344 de 2011. 
 
 
5.3 Todos los usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a acceder a 
los servicios que requieran con necesidad, sin que los inconvenientes que 
se susciten en relación con la prestación de los servicios entre las distintas 
entidades que integren el Sistema, interrumpan la prestación efectiva.  
 
 
De conformidad con reiterada jurisprudencia constitucional, una persona requiere 
un servicio de salud con necesidad, cuando el mismo es indispensable para el 
mantenimiento de su salud, integridad y la vida en condiciones dignas. A su vez, 
quien determina qué servicio es requerido, es el médico tratante, profesional que 
conoce la situación concreta del paciente, sus antecedentes médicos, y establece, 
con base en ellos, el tratamiento que se debe seguir para el restablecimiento de la 
salud. 
 
 
                                                 
1 Sentencia T-085 de 2007. 
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No obstante, el contenido esencial del derecho a la salud incluye el deber de 
respetar, que consiste en evitar cualquier injerencia directa o indirecta en el 
disfrute de máximo nivel de salud posible, de conformidad con el artículo 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Así mismo de 
tal derecho se deriva la obligación para las entidades que integran el Sistema de 
Salud de abstenerse de imponer a sus usuarios obstáculos irrazonables y 
desproporcionados en el acceso a los servicios que requieren. Por lo tanto, la 
regla de acuerdo con la cual toda persona tiene derecho a acceder a los servicios 
de salud que se requieren con necesidad, debe ser observada por las entidades 
que integran el Sistema, especialmente EPS e IPS, con la finalidad de ofrecer a 
sus usuarios atención en salud eficiente, oportuna y con calidad, y que no existan 
para ellos trabas que afecten el goce efectivo de su derecho fundamental. 
 
 
En concreto el Alto Tribunal ha señalado que: “el acceso al servicio médico 
requerido pasa, a veces, por la superación de determinados trámites 
administrativos. Esto es razonable, siempre que tales trámites no demoren 
excesivamente el acceso al servicio y no impongan al interesado una carga que no 
le corresponde asumir. De ello también dependen la oportunidad y calidad del 
servicio”. Sentencia T- 976 de 2011 (MP. Mauricio González Cuervo).  
 
 
5.4 Deber de las EPS de garantizar a los pacientes el acceso efectivo a los 
servicios de salud.  
 

Conforme a los artículos 48 y 49 de la Constitución Política, la atención en salud, 
así como la seguridad social son servicios públicos de carácter obligatorio y 
esencial a cargo del Estado, que deben prestarse bajo su dirección, coordinación y 
control, y con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.  
 
 
El alto tribunal Constitucional en sentencias de las sentencias T-646 de 2009, T-
050 de 2009, T-1180 de 2008,  T-274 de 2009, T-398 de 2008, T-795 de 2008, T-
253 de 2008, T-570 de 2008, T-684 de 2008, T-685 de 2008, T-1177 de 2008, T-
717 de 2009, T-055 de 2009, T-881 de 2008, T-151 de 2008 y T-324 de 2008, 
entre otras, ha identificado tres escenarios en lo que se transgrede este 
componente del derecho fundamental a la salud. Veamos: 
 
 
“(i) Cuando la Empresa Promotora de Salud o su personal médico rehúsan o 
demoran la emisión de cualquier tipo de diagnóstico respecto de los síntomas que 
presenta el paciente. (ii) Cuando la Empresa Promotora de Salud, con base en 
razones financieras –exclusión del POS-, administrativas o de conveniencia, niega 
al paciente la práctica de un examen o se rehúsa a autorizar la remisión al 
especialista a pesar de haber sido ordenadas por el médico tratante adscrito a la 
misma. || (iii) Cuando la Empresa Promotora de Salud se niega a autorizar las 
prescripciones –exámenes, remisión al especialista, medicamentos o 
procedimientos médicos- dadas por un médico no adscrito a la misma, 
precisamente por no haber sido emitidas por personal médico propio”. 
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Incluso, en algunas decisiones la Honorable Corte Constitucional ha señalado que 
el incumplimiento de la obligación de ofrecer una valoración oportuna infringe 
otros derechos fundamentales. Véase, en la sentencia T-1041 de 2006 se 
estableció que “(…) la demora injustificada en la atención de las enfermedades 
ordinarias, ocasionada por la falta de diagnóstico, supone un ilegítimo irrespeto al 
derecho a la dignidad humana, toda vez que dicha actuación dilatoria obliga al 
paciente a soportar las inclemencias de su dolencia, siendo éstas evitables con la 
puntual iniciación del tratamiento médico” 
 
 
Bajo esa perspectiva, se puede concluir que el derecho al diagnóstico se 
compone de tres dimensiones: la identificación, la valoración y la prescripción. A 
su vez, esta garantía tiene como finalidad la consecución material, y no solamente 
formal, de una efectiva evaluación acerca del estado de salud de un individuo. Es 
decir, el derecho al diagnóstico no se satisface solamente con la realización de 
exámenes y la consecuente prescripción de tratamientos, sino que implica que (i) 
se establezca con precisión la naturaleza de la enfermedad padecida por la 
persona, (ii) se determine con el “(…) máximo grado de certeza permitido por la 
ciencia y la tecnología el tratamiento médico que asegure de forma más eficiente 
el derecho al ‘más alto nivel posible de salud, y (iii) se suministre la medicación o 
las terapias de forma oportuna”. Así lo ha expresado el alto tribunal constitucional 
en sentencia T-274 de 2009, reiterada en sentencia T-508 de 2019. 
 
 
Precisamente, una de las características de todo servicio público, atendiendo al 
mandato de la prestación eficiente (Art. 365 C.P.), la constituye su continuidad, lo 
que implica, tratándose del derecho a la salud, su prestación ininterrumpida, 
constante y permanente, dada la necesidad que de ella tienen los usuarios del 
Sistema General de Seguridad Social.  
 
 
Toda vez que su obligación no termina con la expedición de la autorización con 
destino a una IPS, su compromiso contractual con el afiliado es el de verificar que 
efectivamente se atienda en debida forma a la usuaria y se cumpla con el 
tratamiento ordenado. Como lo ha dicho la Honorable Corte Constitucional en 
sentencia T-020 de 2003 M.P Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, cuando expreso: “… 
por su parte las EPSS tienen la obligación de acompañar y verificar la efectiva y 
oportuna atención médica de quien continúa siendo su afiliado, aun cuando, por 
ser un evento no POS, no tenga a cargo la atención médica”. 
 
 
En la presente acción se establecen como problema jurídico a resolver si la 
accionada ha vulnerado los derechos fundamentales de Eucaris de Jesús Ramírez 
al no hacer la entrega de medicamentos ordenados por el médico tratante. 
 
 
Para resolver el presente asunto, es necesario tener en cuenta que el artículo 20 
de la Ley Estatutaria 1751 de 2015, estableció el alcance del derecho fundamental 
a la salud, en los siguientes términos:  
 
 
“Artículo 20 Naturaleza y contenido del derecho fundamental a la salud. El derecho 
fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable en lo individual y en lo 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-508-19.htm#_ftn118
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colectivo. Comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, 
eficaz y con calidad para la preservación, el mejoramiento y la promoción de la 
salud. El Estado adoptará políticas para asegurar la igualdad de trato y 
oportunidades en el acceso a las actividades de promoción, prevención, 
diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las personas. De 
conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política, su prestación como 
servicio público esencial obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, 
supervisión, organización, regulación, coordinación y control del Estado.”  
 
 
Así mismo, es pertinente remitirse al criterio desarrollado por la Corte 
Constitucional, Corporación que respecto al alcance del derecho fundamental a la 
salud, ha indicado, entre otras, en la sentencia T 120 de 2017, lo siguiente: “El 
derecho fundamental a la salud también implica que el individuo cuente con un 
diagnóstico efectivo. Lo anterior conlleva: (i) una valoración oportuna sobre las 
dolencias que aquejan al paciente, (ii) la determinación de la enfermedad que 
padece y (iii) el establecimiento de un procedimiento médico específico a seguir 
para lograr el restablecimiento de su salud”. Sentencia T-120 de 2017 MP Dr. 
Ernesto Vargas Silva. 
 
 
De acuerdo con el alto Tribunal, el derecho al diagnóstico efectivo comprende lo 
siguiente: “(i) la práctica de las pruebas, exámenes y estudios médicos ordenados 
a raíz de los síntomas presentados por el paciente, (ii) la calificación igualmente 
oportuna y completa de ellos por parte de la autoridad médica correspondiente a la 
especialidad que requiera el caso, y (iii) la prescripción, por el personal médico 
tratante, del procedimiento, medicamento o implemento que se considere 
pertinente y adecuado, a la luz de las condiciones biológicas o médicas del 
paciente, el desarrollo de la ciencia médica y los recursos disponibles” Sentencia 
T- 120 de 2017 MP. Dr. Ernesto Vargas Silva 
 
 
Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que conforme lo establecido en el artículo 
177 de la Ley 100 de 1993, las Entidades Promotoras de Salud tienen la función 
primordial de garantizar la prestación del plan de beneficios de salud de los 
afiliados y a su vez, que las IPS, en virtud de lo dispuesto en el artículo 185 de 
esta misma norma, tienen la obligación de prestar los servicios de salud, dentro de 
los principios básicos de calidad, continuidad y eficiencia. Con fundamento en las 
anteriores consideraciones, pasa el Despacho a analizar sí efectivamente, se 
presentó una vulneración de los derechos fundamentales del accionante. 
 
 
5.5  Caso concreto 
 
 
De los hechos narrados en el escrito de tutela, y conforme al material probatorio 
allegado, se evidencia que la agenciada Eucaris de Jesús Ramírez García, se 
encuentra diagnosticada con “hipertensión esencial primaria, diabetes mellitus no 
insulinodependiente”, por lo que requiere el continuo tratamiento para el manejo 
de sus patologías, se encuentra acreditado que el día 05 de septiembre de 2022, 
le fue prescrito el medicamento metoprolol sucinato tabletas  en la cantidad de 
180 tabletas para un periodo de tres meses. Medicación que a la fecha no sido 
entregada. 
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Por lo que NUEVA EPS S.A viene incumpliendo lo reglado en el Decreto 019 de 
2019 ARTÍCULO 131.que reza Suministro de medicamentos. Las Entidades 
Promotoras de Salud tendrán la obligación de establecer un procedimiento de 
suministro de medicamentos cubiertos por el Plan Obligatorio de Salud a sus 
afiliados, a través del cual se asegure la entrega completa e inmediata de los 
mismos. 
 
 
En el evento excepcional en que esta entrega no pueda hacerse completa en el 
momento que se reclamen los medicamentos, las EPS deberán disponer del 
mecanismo para que en un lapso no mayor a 48 horas se coordine y garantice su 
entrega en el lugar de residencia o trabajo si el afiliado así lo autoriza. (…)”  Por lo 
que NUEVA EPS S.A., vulnera el derecho a la salud de su afiliada, al interrumpir 
la continuidad del tratamiento, como se afirma en el escrito de tutela. 
 
 
Como tampoco es válida la excusa de la eps accionada, al indicar que el 
medicamento que necesita la vulnerada no se encuentra dentro del PBS y por lo 
tanto requiere la expedición del formato MIPRES por parte del médico tratante, al 
verificar el listado de medicados PBS 2022 contenidos en la Resolución 2292 de 
2021se pudo evidenciar que en el anexo1 en la Sección A1- Financiación con 
recursos de la UPS para medicamentos con descripción de principio activo, 
en el orden 679 aparece registrado el medicamento METOPROLOL SUCCINATO 
con la anotación incluye todas las concentraciones y formas farmacéuticas.  
 
 
Por lo que no le asiste razón a la eps accionada, pudiéndose concluir que la 
negativa de NUEVA EPS S.A, para la entrega del medicamento que necesita la 
señora Eucaris de Jesús Ramírez García, e imponer barreras como la 
elaboración del formulario MIPRES, impide la agencia continua con el tratamiento 
para paliar su enfermedad. 
 
 
Toda vez que el tratamiento integral implica garantizar el acceso efectivo al 
servicio de salud suministrando “todos aquellos medicamentos, exámenes, 
procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación 
e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno 
independientemente de que se encuentren en el POS o no” sentencias T-872 de 
2012 y T-395 de 2015. Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es 
decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con 
calidad” Sentencia T-611 de 2014. La obligación de la eps con su afiliada no solo 
es autorizar el servicio, sino verificar que el mismo sea prestado de manera 
oportuna y eficiente. En el presente caso la entrega oportuna y completa de la 
prescripción médica ordenada por el médico tratante. Como parte del tratamiento 
integral de la agenciada Eucaris de Jesús Ramírez García. 
 
 
Por lo tanto, esta sede judicial TUTELARÁ el derecho fundamental a la salud, a la 
vida, y a la seguridad social de la vulnerada, y en consecuencia se le ORDENARÁ 
a la entidad accionada NUEVA EPS S.A. por intermedio de su representante legal 
o quien haga sus veces, para que dentro del término perentorio e improrrogable de 
VEINTICUATRO (24) HORAS proceda a AUTORIZAR y a garantizar la efectiva 
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entrega del medicamento metoprolol sucinato tabletas en la cantidad de 180 
tabletas para un periodo de tres meses. 
 
 
Frente al tratamiento integral solicitado por el accionante, ante el evidente 
incumplimiento en la oportuna entrega de los medicamentos prescritos a la 
usuaria, advierte el despacho que se encuentra acreditada la patología de la 
agenciada, esto es, hipertensión esencial primaria, diabetes mellitus no 
insulinodependiente. 
 
 
El Alto Tribunal constitucional  ha expuesto que el principio de integralidad “…no 
puede entenderse solo de manera abstracta” por lo que “…para que un juez de 
tutela ordene el tratamiento integral a un paciente, debe verificarse (i) que la EPS 
haya actuado con negligencia en la prestación del servicio como ocurre, por 
ejemplo, cuando demora de manera injustificada el suministro de medicamentos, 
la programación de procedimientos quirúrgicos o la realización de tratamientos 
dirigidos a obtener su rehabilitación, poniendo así en riesgo la salud de la persona, 
prolongando su sufrimiento físico o emocional, y generando complicaciones, 
daños permanentes e incluso su muerte; y (ii) que existan las órdenes 
correspondientes, emitidas por el médico, especificando los servicios que necesita 
el paciente.”  
 
 
Concluye diciendo que “…cuando se acrediten estas dos circunstancias, el juez 
constitucional debe ordenar a la EPS encargada la autorización y entrega 
ininterrumpida, completa, diligente y oportuna de los servicios médicos necesarios 
que el médico tratante prescriba para que el paciente restablezca su salud y 
mantenga una vida en condiciones dignas. Esto con el fin de garantizar la 
continuidad en el servicio y evitar la presentación constante de acciones de tutela 
por cada procedimiento que se dictamine”  
 
 
Por lo tanto, la NUEVA EPS deberá garantizar el tratamiento que llegue a 
necesitar la accionante Eucaris de Jesús Ramírez García, para el manejo de su 
patología “hipertensión esencial primaria, diabetes mellitus no 
insulinodependiente”. 
 
 
De igual manera se prevendrá a la accionada para que no vuelva a incurrir en las 
conductas que han dado lugar a la presente acción. 
 
 
ADVERTIR a la entidad obligada NUEVA EPS S.A., que de no dar cumplimiento a 
esta sentencia o cumplirla extemporáneamente, podrá ser sancionada por 
DESACATO, con las consecuencias punibles y pecuniarias establecidas en el 
artículo 52 del decreto 2591 de 1991. 
 
 
En caso de no ser impugnada esta sentencia en oportunidad legal, se enviará el 
expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
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De conformidad con lo descrito, el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
RIOSUCIO CALDAS, administrando Justicia en nombre del pueblo y por autoridad 
de la Constitución, 
 
 

6. FALLA: 
 
 
Primero: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud, invocados por la 
señora Sandra García Ramírez en favor de la señora Eucaris de Jesús Ramírez 
García, por lo dicho en la parte motiva de esta providencia. 
 
 
Segundo: ORDENAR a la accionada NUEVA EPS S.A. por intermedio de su 
representante legal o quien haga sus veces, para que dentro del término 
perentorio e improrrogable de VEINTICUATRO (24) HORAS proceda a 
AUTORIZAR y a garantizar a la señora Eucaris de Jesús Ramírez García, la 
efectiva entrega del medicamento metoprolol sucinato tabletas en la cantidad 
de 180 tabletas para un periodo de tres meses. 
 
 
Tercero: ORDENAR a Nueva EPS S.A., garantice el tratamiento integral a la 
señora Eucaris de Jesús Ramírez Jaramillo, para el diagnóstico “hipertensión 
esencial primaria, diabetes mellitus no insulinodependiente”. 
 
 
Cuarto: ADVERTIR a la obligada NUEVA EPS S.A., que de no dar cumplimiento 
a esta sentencia o cumplirla extemporáneamente, podrá ser sancionada por 
DESACATO, con las consecuencias punibles y pecuniarias establecidas en el 
artículo 52 del decreto 2591 de 1991. 
 
 
Quinto: REQUERIR a la accionada NUEVA EPS S.A. para que no vuelva a 
incurrir en violación de los derechos fundamentales de los afiliados y beneficiarios 
del servicio de seguridad social en salud, en el régimen subsidiado. 
 
 
Sexto: NOTIFICAR esta providencia a las partes en forma personal o en su 
defecto por la vía más expedita, así como a la Personera Municipal. 
 
 
Séptimo: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión, en caso de no ser impugnado este fallo en oportunidad legal. 
 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

RUTH DEL SOCORRO MORALES PATIÑO 
Juez 
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